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Banco de Resoluciones en temas de Litigio Estratégico-2023 
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TRIBUNAL Corte Nacional de Justicia  22/ junio/ 2022 

MATERIA Acción de Habeas Corpus - Recurso de Apelación  

INTERVINO LA DEFENSORIA 

PÚBLICA   

No 
 

DATOS DEL DEFENSOR/A 

PÚBLICO 

 No aplica  

DERECHOS INVOLUCRADOS Derecho a la motivación, a la libertad, a la vida, salud, integridad personal y física.  

BREVE RELACIÓN DE LOS 

HECHOS 

La accionante Nathalie Daniella Jordan Delgado presenta acción de Hábeas Corpus el día 
9 de marzo de 2022, en contra del señor Juez de la Unidad Judicial penal de delitos 
flagrantes de Guayaquil, Abg. Carlos Redwood Villa y el fiscal Abg. Julio Sánchez Mera, 
debido a que fue privada de la libertad dentro del proceso penal Nro. 09281-2021-01710, 
en la cual fiscalía solicitó prisión preventiva por el delito de estafa, misma que fue aceptada 
por el juez. 
 
Mediante sentencia de fecha 16 de marzo de 2022 la Sala Especializada de lo Laboral de 
la Corte Provincial del Guayas resuelve negar la acción de Hábeas Corpus, por lo cual 
presentó recurso de apelación. El tribunal concede el recurso disponiendo se remita el 
expediente a la Corte Nacional.    
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO  Constitución de la República del Ecuador Art. 11(9); 75; 76 (7), (7,l,m); 77(1,11); 86(3); 
89; 184(1). 

 Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional Art. 4.8; 18; 20; 
24; 25(1); 43(1); 45(2,c); 169(1) 

 Código Orgánico de la Función Judicial Art.108(6); 125; 131; 186(8) 

 Código Orgánico Integral Penal Art. 520(3,4); 522; 534(1,2,3,4); 540; 560 

 Resolución Nro. 14-2021 emitida por la Corte Nacional de Justicia el 15 de diciembre 
de 2021  

CONTEXTO SOCIAL Y ECONÓMICO 

DEL CASO 

 Persona privada de libertad. 

INSTANCIA PROCESAL EN LA QUE 

SE EMITE LA SENTENCIA  

Corte Nacional de Justicia Recurso de Apelación a la negativa de la Acción de Habeas 

Corpus 

INSTRUMENTO Y/O CRITERIO 

INTERNACIONAL INVOCADO 
 Convención Americana de Derechos Humanos Art. 7.3; 7.6; 8.2 (h) 

 Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos Ar. 9.3; 9.4 

 Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre 

 Corte Interamericana de Derechos Humanos Art. 7.3 

 Corte IDH. Caso Liakat Ali Alibux Vs. Surinam. Sentencia de 30 de enero de 2014 

 Corte Interamericana de Derechos Humanos; Opinión Consultiva OC-8/87 del 30 de 
enero de 1987. 

 Corte IDH, caso Velásquez Rodríguez, Sentencia de 29 de julio de 1988 párrafo 167 

 Caso Suárez Rosero Vs. Ecuador, Sentencia de la CIDH, de 12 de noviembre de 
1997, párr. 63 

 

ARGUMENTOS Y 

FUNDAMENTACIÓN DE LA CORTE 

NACIONAL DE JUSTICIA  

13.- […] “al tratarse de un recurso de apelación dentro un proceso de garantías 
constitucionales, el derecho a recurrir el fallo se encuentra determinado en la Ley Orgánica 
de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, así el artículo 4.8 de la mencionada 
Ley reconoce el principio de doble instancia en los procesos constitucionales, en 
concordancia con el artículo 169 de la norma ibídem indica: “ Compete a la Corte Nacional 
de Justicia: 1. Conocer y resolver los recursos de apelación de las acciones de hábeas 
corpus resueltos por las cortes provinciales, en los términos establecidos en esta ley”; en 
consecuencia, la apelación procede en el ámbito de las garantías jurisdiccionales” 
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17.- La acción de hábeas corpus retoma un viso importante dentro del contexto de los 
procesos judiciales penales pues se somete a control constitucional la resolución que emite 
un juzgador para privar de la libertad a una persona, por lo que es competencia de los 
Magistrados constitucionales examinar si el proceso en el cual se dictó una medida 
coercitiva de la libertad cumplió con los requisitos que la ley determinó previamente o 
verificar si existió una irregularidad en el proceso penal que afecte las garantías básicas 
constitucionalmente consagradas. 
 
22. Es importante señalar que la Corte Constitucional ha indicado: “ el análisis de toda 
acción de hábeas corpus no puede limitarse únicamente al momento de la detención de la 
persona, sino que implica un examen más amplio de todo el proceso de privación de la 
libertad y las circunstancias en las que ésta se desarrolla a lo largo del tiempo” Así, la Corte 
Constitucional  ha señalado que al conocerse una acción de hábeas corpus, ésta debe 
resolverse al menos bajo los siguientes parámetros:  
i) análisis integral cuando sea alegado o cuando las circunstancias lo requieran, los jueces 
deberán analizar: 1) la totalidad de la detención, 2) las condiciones actuales en las cuales 
se encuentra la persona privada de libertad y 3) el contexto de la persona, en relación a si 
la persona pertenece a un grupo de atención prioritaria, dado que una medida de privación 
de libertad que en un inicio era constitucional podría convertirse en ilegal, arbitraria o 
ilegitima o ser implementada en condiciones que amenacen o violen los derechos a la vida 
o integridad de la persona, por lo que las y los jueces que conocen este tipo de acciones 
se encuentran obligados a verificar, en todo momento, que la detención no se haya tornado 
arbitraria, ni derivada de una orden de detención ilegal; 
ii) Dar respuesta a las pretensiones relevantes, al momento en que las y los 
administradores de justicia motiven sus decisiones, éstas deben responder a todas las 
pretensiones relevantes expuestas en la demanda y/o audiencia o que sean identificables 
del relato del accionante de acuerdo al objeto y naturaleza de la acción de hábeas corpus. 
En particular, se debe brindar una respuesta sobre las violaciones a derechos invocados 
y a las reparaciones integrales que soliciten los accionantes. Así, estas pueden referirse, 
entre otros, a que se ordene su libertad considerando si esta es ilegal, arbitraria o ilegitima, 
se dicten medidas para proteger su vida, salud o integridad personal durante la privación 
de la libertad, sea esta en un centro de privación de la libertad, por parte de particulares o 
en cualquier otro lugar donde la libertad de la persona se encuentre sustancialmente  
restringida sin que dicho lugar se califique necesariamente como un centro de detención. 
 
32.- De los antecedentes expuestos consta que el accionante fue privado de su libertad 
por una medida cautelar de prisión preventiva dictada en su contra, alegando 
principalmente: i) Que la medida de prisión preventiva dictada en su contra es arbitraria 
por cuanto el fiscal y el juez dentro del proceso penal no fundamentaron la petición de la 
medida violando flagrantemente la norma constitucional…” 
 
37. En este sentido, la Corte Constitucional del Ecuador ya ha establecido que la 
Constitución contempla a la prisión preventiva como una medida excepcional que tiene 
como finalidades exclusivas (i) garantizar la comparecencia de la persona procesada, (ii) 
garantizar el derecho de las víctimas a “una justicia pronta, oportuna y sin dilaciones” y (iii) 
“asegurar el cumplimiento de la pena”. Por lo que, en ningún  caso, puede perseguir fines 
punitivos o de cumplimiento anticipado de la pena. El principio de excepcionalidad 
establecido por el artículo 77 numeral 1 de la CRE y el artículo 9 del Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos exigen que la prisión preventiva no constituya la regla 
general sino una medida personal de última ratio. 
 
38. Así, nuestra Corte Constitucional ha sido enfática en señalar que al emitirse una 
medida de prisión preventiva existe una clara tensión entre la salvaguarda de la eficacia 
del proceso penal y la garantía misma de los derechos del procesado. Es por ello que la 
prisión preventiva es una medida cautelar de última ratio que únicamente es justificable 

desde una perspectiva constitucional si: (i) persigue fines constitucionalmente válidos tales 
como los establecidos en el artículo 77 de la CRE; (ii) es idónea como medida cautelar 
para cumplir estas finalidades; (iii) es necesaria al no existir medidas cautelares menos 
gravosas que igualmente puedan cumplir la finalidad que la prisión preventiva persigue; y, 
(iv) si la salvaguarda de la eficacia del proceso penal es proporcional frente al alto nivel de 
afectación en las esferas de libertad del procesado. De otro modo, la imposición de la 
prisión preventiva supone una restricción injustificada y arbitraria. 
 
40.- En la misma línea, la Corte Constitucional ha señalado que el uso excesivo de la 
prisión preventiva y penas privativas de la libertad se contrapone al mandato constitucional, 
establecido en el artículo 77.1. de la Constitución que dispone, “La privación de la libertad 
no será la regla general…”, en concordancia con el artículo 77.11 ibídem, que impone a 



 

 

las y los juzgadores en materia penal la obligación de aplicar el principio de gradualidad 
de las medidas cautelares, “la jueza o juez aplicará las medidas cautelares alternativas a 
la privación de libertad contempladas en la ley…”, y el artículo 522 del COIP, que dispone: 
“La o el juzgador podrá imponer una o varias de las siguientes medidas cautelares para 
asegurar la presencia de la persona procesada y se aplicará de forma prioritaria a la 
privación de libertad…”. Esas normas disponen el carácter excepcional de la prisión 
preventiva, reconociendo que entre los derechos garantizados constitucionalmente se 
encuentra la libertad personal, que se convierte en la regla general. Como consecuencia 
de aquello, la prisión preventiva cuenta con una serie Corte Constitucional del Ecuador, 
Sentencia No. 820–CN/21 de fecha 18 de agosto de 2021. Delimitaciones para su 
imposición que fortalecen su carácter de excepcionalidad, mismas que deben ser 
observadas por todas las y los juzgadores. Así se ha indicado que: “ las autoridades 
jurisdiccionales competentes están obligadas a dictar de forma prioritaria respecto a la 
prisión preventiva otras medidas que resulten más adecuadas, de conformidad con los 
principios de necesidad, gradualidad, razonabilidad y proporcionalidad, teniendo en cuenta 
los fines del proceso, las particularidades del caso y la regla de la excepcionalidad de la 
prisión preventiva. También los fiscales y defensores públicos deben desempeñar sus 
funciones considerando estos criterios. No obstante, conforme la información recibida, esta 
Corte evidencia con preocupación la inobservancia de las normas referidas y un abuso en 
el uso de la prisión preventiva que inciden en el incremento de la población carcelaria”. 
 
42.- …” La Corte IDH ha indicado reiteradamente que una medida de restricción de libertad 
será arbitraria cuando no contenga una motivación suficiente que permita evaluar si dicha 
decisión a su carácter excepcional, respecto el principio de inocencia y los principios de 
legalidad, necesidad y proporcionalidad indispensables en una sociedad 
democrática…”…”Cualquier restricción a la libertad que no contenga una motivación 
suficiente que permita evaluar si se ajusta a las condiciones señaladas será arbitraria y, 
por tanto, violará el artículo 7.3 de la Convención”. 
 
45.- Es importante indicar, que la Corte Nacional de Justicia mediante Resolución 
No.142021 de fecha 15 de diciembre de 2021 emitió ciertas reglas que deben seguir tanto 
fiscales como las autoridades jurisdiccionales para solicitar y dictar una medida de prisión 
preventiva, conforme los criterios constitucionales y convencionales ya expuestos 
anteriormente. Respecto a la resolución de la prisión preventiva se indica lo siguiente: “Art 
3. “La resolución de prisión preventiva debe estar motivada considerando los requisitos 
establecidos en el artículo 534 del Código Orgánico Integral Penal y contendrá al menos: 
1. Una relación de cómo los hechos delictivos que se imputan a la persona procesada, se 
ajustan a un delito de acción penal pública sancionado con una pena privativa de libertad 
superior a un año. 2. Que los elementos aportados por Fiscalía, permiten razonadamente 
concluir que es probable que la persona procesada sea autor o cómplice del hecho 
imputado. La sola existencia de indicios de responsabilidad no constituye razón suficiente 
para ordenar la prisión preventiva. 3. La justificación de que las medidas cautelares 
alternativas son insuficientes para evitar el riesgo procesal, y que la prisión preventiva se 
dicta cumpliendo los principios de idoneidad, necesidad y proporcionalidad”. 

 
51.- Es importante aclarar que la Corte Constitucional ha establecido que la garantía de la  
motivación exige que la motivación sea suficiente, independientemente de si también es 
correcta, o sea, al margen de si es la mejor argumentación posible conforme al Derecho y 
conforme a los hechos. Es decir, que la garantía de motivación exige: 
(i) una fundamentación normativa suficiente, sea o no correcta conforme al Derecho; y, 
(ii) una fundamentación fáctica suficiente, sea o no correcta conforme a los hechos. 
 
52.- Ahora bien, de la decisión judicial de fecha 13 de junio de 2021, se evidencia que el 
juzgador ni siquiera ha cumplido con explicar coherentemente cómo se han configurado 
cada uno de los requisitos establecidos en el Art. 534 del COIP numeral 3 del artículo 
ibídem, el juzgador señala que “por la alta penalidad del tipo penal y graves indicios que 
vinculan a la procesada existe la necesidad de garantizar su presencia en juicio y  que 
respecto a la documentación presentada por el abogado defensor no se observa 
documentos certificados que justifiquen la labor, las actividades, el arraigo laboral por lo 
que considera que la información presentada no es suficiente para considerar  un arraigo 
que garantice la presencia a juicio de la señorita Nataly Jordán”. 
 
53. Respecto a la interpretación del artículo 534.3 del COIP, esta Alta Corte también ha 
indicado que corresponde a la Fiscalía acreditar o demostrar la existencia del riesgo 
procesal y que las medidas alternativas no son suficientes para aplacar ese peligro, 
tornándose necesaria la prisión preventiva; es decir, al contrario de lo que en ocasiones 
ha venido ocurriendo en la casuística, la persona procesada no está obligada a justificar 
el arraigo. Además, se ha indicado que los elementos que sirven para fundamentar la 



 

 

prisión preventiva deben ser racionalizados, lógicos y objetivos, sin caer en 
fundamentaciones subjetivas, como por ejemplo la pertinencia de la aplicación de la prisión 
preventiva observando aisladamente la gravedad de la pena del delito que se investiga, 
sin tener en cuenta otros elementos. 
 
65. […]” Al determinarse que la medida cautelar de prisión preventiva fue arbitraria y que 
a la fecha actual, la accionante no cuenta con una sentencia condenatoria ejecutoriada, 
corresponde ordenar la libertad de la accionante, sin que esto limite emitir otras medidas 
cautelares establecidas en el artículo 522 del COIP”.            

 

MEDIDAS DE REPARACIÓN 

INTEGRAL ADOPTADAS 

5. Conforme a lo previsto en el Art. 18 de la LOGJCC, en cumplimiento de las obligaciones 
de los juzgadores, en especial de realizar la correspondiente tutela judicial efectiva, se 
disponen las siguientes medidas de reparación integral. 
 
5.1.- Como medidas de satisfacción o simbólicas, la propia sentencia constituye una forma 
de reparar la dignidad de la persona privada de la libertad que dará lugar a la difusión la 
verdad histórica. 
 
5.2.- Como medida de garantía de no repetición, se dispone que el Consejo de la 
Judicatura publique esta sentencia en la parte principal de su sitio Web institucional y 
difunda la misma a través de correo electrónico o de otros medios adecuados y disponibles 
a todos los operadores de justicia en materia penal del país.  
 
5.3.- De conformidad con el artículo20 de la LOGJCC, se declara la responsabilidad del 
Dr. Carlos Redwood Villa, Juez de la Unidad Pena con competencia en delitos flagrantes 
de Guayaquil, quién ordenó la medida de prisión preventiva en audiencia de formulación 
de cargos realizada el día 13 de junio de 2021, por la vulneración del derecho a la libertad 
de la señora Nathalie Daniella Jordan Delgado. En virtud delo cual, se dispone remitir 
copias certificadas de este proceso constitucional al Consejo de la Judicatura a efecto que 
se tomen las acciones correspondientes respecto a la presunta infracción disciplinaria 
prevista en el artículo 108numeral 6 del Código Orgánico de la Función Judicial, en la que  
habría incurrido el mencionado juez dentro del proceso…”  
    

FALLO 1.- ACEPTAR el recurso de apelación interpuesto por el accionante Nathalie Daniella 
Jordán Delgado y revocar la sentencia de fecha 16 de marzo de 2022 dictada por la Sala 
Especializada de lo Laboral de la Corte Provincial de Justicia de Guayas, en la cual se 
negó la acción constitucional de Hábeas Corpus deducida por el impugnante.  
 
2.- DECLARAR que se ha vulnerado el derecho a la libertad consagrado en el artículo 
66.14 de la Constitución de la República, toda vez que la privación de libertad de la señora 
Nathalie Daniella Jordan Delgado dispuesta mediante decisión oral adoptada en audiencia 
de fecha 13 de junio de 2021, dentro del proceso penal No. 09281-2021-01710 fue 
arbitraria, por las consideraciones expuestas en esta sentencia.  
 
3.- DEJAR SIN EFECTO la medida de prisión preventiva dictada el 13 de junio de 2021 
dictada por el Dr. Carlos Redwood Villa, Juez de la Unidad Judicial Penal con competencia 
en delitos flagrantes de Guayaquil. En su lugar, se dicta las medidas cautelares no 
privativas de libertad descritas en el numeral 1 y 2 establecidas en el artículo 522 del COIP, 
la presentación periódica deberá realizarse ante el secretario del tribunal penal competente 
en el proceso penal No. 09281-2021-01710, las medidas cautelares no privativas de 
libertad se mantendrán hasta que el juez o tribunal penal competente dentro de la causa 
las ratifique o revoque.  
 
4.- DISPONER la inmediata libertad de la señora Nathalie Daniella Jordán Delgado y emitir 
la correspondiente boleta de excarcelamiento, salvo que existiera otra medida cautelar 
vigente por otra causa penal. Conforme a lo previsto en el artículo 18 de la LOGJCC, en 
cumplimiento de las obligaciones de los juzgadores, en especial de realizar la 
correspondiente tutela judicial efectiva…” 
  

VOTACIÓN POR LA QUE FUE 

ADOPTADA 

El Tribunal de la Sala Especializada de lo Penal, Penal Militar, Penal Policial, Tránsito, 
Corrupción y Crimen Organizado  Dr. Byron Javier Guillen Zambrano  y Dr. Felipe Esteban 
Córdova Ochoa 

VOTO PARTICULAR  Voto particular por el Juez Dr. Walter Samno Macías Fernández 
 
En tal sentido en su parte pertinente dice…”me permito formular voto concurrente respecto 
de la cuestión principal; y, salvar mi voto en relación al numeral 5.3 de la parte dispositiva. 
 



 

 

(i)La falta de motivación de la orden de prisión preventiva:  

La privación de libertad puede ser ilegitima, ilegal o arbitraria.  
En este caso resulta relevante únicamente el tercer supuesto. La arbitrariedad no consta 
definida por el ordenamiento jurídico. La Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, establece que “nadie puede ser sometido a detención o encarcelamiento 
arbitrarios.  
La CIDH en su artículo 7.3 señala que…” la medida privativa de la libertad no se torne 
arbitraria debe cumplir con los siguientes parámetros: i) que existan elementos para 
formular cargos o llevar a juicio: deben existir indicios suficientes que permitan suponer 
razonablemente que un hecho ilícito ocurrió y que la persona sometida al proceso pudo 
haber participado en el mismo; ii) que la finalidad sea compatible con la Convención, a 
saber: procurar que la persona acusada no impedirá el desarrollo del procedimiento ni 
eludirá la acción de la justicia y) que las medidas sean idóneas, necesarias y estrictamente 
proporcionales respecto de tal fin y iii) que la decisión que las impone contenga una 
motivación suficiente que permita evaluar si se ajusta a las condiciones señaladas. 
Cualquier restricción a la libertad que no contenga una motivación suficiente que permita 
evaluar si se ajusta a las condiciones señaladas será arbitraria y, por tanto, violará el 
artículo 7.3 de la Convención...”  
En este caso es imposible identificar estos aspectos, la decisión no es motivada; y, por ello 
la privación de la libertad es arbitraria; por ello, cabe el recurso de hábeas corpus, ya que 
la privación de la libertad es arbitraria por ausencia de motivación.  
 
(ii) La declaración de responsabilidad:  

El numeral 5.3 de la parte dispositiva de la sentencia no le corresponde a la decisión de 
hábeas corpus declarar la responsabilidad de una persona concreta, sino únicamente 
garantiza el derecho a la libertad u otros derechos de la persona privada de la libertad. 
 

OTROS DATOS DE INTERÉS: LINK 

DE LA SENTENCIA DE LA CORTE 

NACIONAL DE JUSTICIA 

https://www.cortenacional.gob.ec/cnj/images/pdf/bitacora/Sentencia-de-apelacion-09133-

2022-00030.pdf 
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